Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 35 minutos) 


Continúa en consideración la Carpeta N* 409/2010, “Promoción de la Vivienda de Interés 
Social. Se declara de interés nacional y se dictan normas. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo”. 


Léase el artículo 7*. 
(Se lee:) 


“Artículo 7. (Creación). Créase en la Agencia Nacional de Vivienda, un Fondo de Garantía de 
Créditos Hipotecarios, que tendrá por finalidad otorgar garantías parciales para la concesión de 
créditos hipotecarios, destinados a personas físicas, para la adquisición de una vivienda de interés 
social, siempre que ésta revista la calidad de primera vivienda del sujeto del crédito”. 


En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Tengo una consulta sobre la expresión “calidad de primera vivienda”. 
¿Refiere a la primera vivienda o es la única vivienda que debería tener el sujeto? 


SEÑORA PRESIDENTA.- La idea es que sea la única vivienda. 


SEÑOR BORDABERRY.- Como yo lo interpreto, la persona no debería tener ninguna otra vivienda; por 
ende, esta es la única vivienda a la que accedería. He visto que en varios departamentos del interior 
rigen algunas normas a nivel municipal que establecen exoneraciones en el pago de Contribución 
Inmobiliaria, por lo menos parciales, a funcionarios municipales por la vivienda que es su casa 
habitación, siempre y cuando no tengan otra. Creo que aquí se quiere favorecer a la persona que tiene 
una sola vivienda, pero al decir “primera vivienda”, también puede ser interpretado como que debe ser 
la primera vivienda a la que la persona accede en su vida. Podría darse el caso de que una persona 
haya tenido una vivienda y, por avatares de la vida, no la tenga más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Podríamos darle una mejor redacción, pero creo que el sentido es ese. La 
idea es que la persona que no tiene vivienda pueda acceder a una vivienda en propiedad. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que debería decir “única vivienda”, porque si tiene más viviendas, 
obviamente no necesita el crédito. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estoy de acuerdo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7% con la modificación indicada. 
(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, vamos a leer la nota que nos envió la señora 
Ministra a las consultas que le formulamos. 


Léase. 


(Se lee:) 
“Montevideo, 3 de mayo de 2011. 
Sra. Presidenta de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial 
Senadora Lucía Topolansky 
De mi mayor consideración: 


En respuesta a las consultas contenidas en Nota N* 021/2011 de esa Comisión, es procedente 
destacar: 


a) En primer lugar, se valora como positiva la posibilidad de ampliar a los programas y 
proyectos de obra contenidos en el Plan Quinquenal de Vivienda, los beneficios tributarios contenidos 
en el proyecto a estudio. 


Pero es importante consignar que el fundamento que se tomó en cuenta para la elaboración 
de la presente iniciativa tiene un origen diverso. Responde a la necesidad de convocar y atraer 
capitales privados para la inversión en materia de Vivienda de Interés Social, cuyo destino sea la 
enajenación o el arrendamiento. 


La condición es que se trate de un proyecto de inversión con un fin comercial, 
independientemente de si el origen de los fondos es privado o estatal. En ese sentido, una vez vigente 
la norma, una institución del Estado, por ejemplo una Intendencia Departamental, podrá destinar 
inmuebles a la consecución de un emprendimiento inmobiliario de VIS, con o sin asociación con el 
sector privado, que cumpla con las condiciones establecidas por la ley. A título ilustrativo: la Agencia 
Nacional de Vivienda ha celebrado un acuerdo con la Intendencia de Maldonado, por el cual la primera 
aporta un edificio sin terminar, y la Intendencia realiza el aporte financiero para terminar la obra. En 
tanto se trata de un emprendimiento de carácter comercial, le corresponderían los beneficios 
tributarios. 


b) Con respecto a la segunda consulta, y partiendo de que la referencia no es al crédito de uso previsto 
en el artículo 5% de la Ley N* 16.072 (en la redacción dada por la Ley N* 16.205), cabe precisar que el 
“arrendamiento con opción de compra', ya se considera incluido en las hipótesis previstas en el 
proyecto. En otras palabras, y en términos temporales o cronológicos, en un principio será un 
arrendamiento, y luego una compraventa. De cualquier manera, como la intención proclamada es 
cubrir o abarcar el más amplio espectro de situaciones, y para aventar cualquier duda, no se considera 
inconducente la inclusión propuesta”. 


-Esta es la respuesta que nos hace llegar la señora Ministra sobre las dudas o preguntas que 
habían surgido en la sesión anterior. 


Lamento que no se encuentre presente el señor Senador Chiruchi en la tarde de hoy. Quizás, 
para terminar con este tema, podemos esperar a la próxima sesión, de manera de darle tiempo al 
señor Senador para que analice la respuesta que contempla, no sé si en forma completa, la inquietud 
planteada. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que lo que planteó el señor Senador Chiruchi no fue precisamente a lo 
que se responde por parte del Ministerio. Está claro que cuando se presenta un proyecto de inversión, 
se está dentro de lo que estamos proponiendo exonerar con este proyecto de ley, pero el señor 
Senador afirma que se va a tender a beneficiar a los privados frente a la inversión que hace el Estado. 
Dicho de otra manera, si el Estado hoy construye viviendas, no va a obtener los beneficios que se 
establecen para el proyecto de inversión; sí lo tendrían el propio Ministerio y las Intendencias en el 
caso de que se trate de una transacción comercial en asociación con un privado, tal como dice la 
respuesta de la señora Ministra. Por tanto, las inversiones que haga el Estado en construcción de 


viviendas estarían en desigualdad de condiciones desde el punto de vista impositivo con respecto a las 
de los privados, por cuanto se estaría exonerando a estos últimos cuando en los hechos es el Estado 
el que destina los fondos. 


Creo que lo que se responde no es exactamente lo que consultó el señor Senador. De todas 
maneras, podemos esperar a que él estudie esta respuesta enviada por la señora Ministra. 


SEÑOR LORIER.- Considero que el primer párrafo, por más que sea bastante sintético o escueto, 
establece que se valora en forma positiva la posibilidad de ampliar a los programas y proyectos de obra 
contenidos en el Plan Quinquenal de Vivienda, aunque luego hace una aclaración acerca de lo que es 
el elemento central de este proyecto de ley a estudio. Ahora bien, el elemento importante a la hora de 
introducir en el proyecto de ley la propuesta de exención de las cargas tributarias de todos los 
programas y proyectos contenidos en el Plan Quinquenal de Vivienda, es que la señora Ministra la ve 
con buenos ojos, y creo que esto incluye lo relativo a lo departamental, planteado por el Senador 
Chiruchi. Queda claro que la señora Ministra no puede extenderse demasiado en este tema porque no 
es el objeto del proyecto de ley, pero reitero que de lo expresado en el primer párrafo surge que estaría 
de acuerdo, lo que me parece sustancial para poder avanzar en las incorporaciones que queramos 
realizarle al proyecto de ley. 


SEÑOR BORDABERRY.- Simplemente quiero aclarar que, en realidad, al tratarse de una exoneración 
de impuestos, la materia requiere iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, por lo cual la señora Ministra 
debería tomar nuestra propuesta y enviarla nuevamente ya que, de lo contrario, adolecería de un vicio 
de constitucionalidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien lo señalado por el señor Senador. En la sesión pasada dijimos que 
no conocemos cuánto sumaría esta renuncia fiscal y es el Ministerio el que más o menos podría 
evaluar la situación. 


De casualidad me encontré con el señor Subsecretario y lo consulté a este respecto. Me 
señaló que muchos de los programas del Ministerio ya tienen subsidios o prebendas. 


Creo que lo que podríamos hacer es invitar a la señora Ministra, o a quien ella considere 
-probablemente estará presente el señor Senador Chiruchi- para el próximo martes, a efectos de 
conversar sobre cómo podría servir esto a nivel público -que es el término adecuado- y de esa forma 
quizás encontraríamos una salida total o parcial. 


Debemos recordar cuál fue el inicio de esta propuesta. En un principio iba a formar parte de 
un capítulo de la Ley de Inversiones, y luego, para no complicar, fue en una ley aparte. 


Entonces, si los señores Senadores están de acuerdo, invitaríamos a la Cartera para discutir 
el tema en base a la respuesta que nos dio y para hablar acerca de la amplitud que nosotros le 
queremos dar, de modo de poder cerrar este capítulo. 


SEÑOR TAJAM.- Sin desmedro de la visita del Ministerio en la próxima reunión de la Comisión, 
quiero señalar que si bien hay algunos impuestos sobre los que podríamos trabajar -como es el caso 
del IVA o el Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales- en las inversiones públicas no tienen cabida 
exoneraciones importantes, como los Impuestos a la Renta o al Patrimonio. Por lo tanto, se trataría de 
un margen un poco más acotado de lo que quizás estemos pensando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es por esa razón que considero que deberíamos discutirlo. 


SEÑOR LORIER.- Si no estoy equivocado, el señor Senador Chiruchi se refería a los proyectos 
realizados por empresas privadas, pero vinculados al Plan Quinquenal de Vivienda. Esas empresas 
pagan IRAE -Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas- y sus dueños pueden pagar 
Impuesto al Patrimonio. Creo que el razonamiento que hacía el señor Senador Chiruchi iba en el 
sentido de que cuando esas empresas están amparadas por esta nueva norma no pagan, y cuando 


trabajan para los planes quinquenales del Ministerio, sí pagan los impuestos. Esa es la diferencia que 
se marcaba. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tal vez sería mejor discutirlo directamente. En este aspecto, lo que más me 
preocupa -a pesar de no ser Ministro de Economía y Finanzas- es saber si podemos abordar la 
renuncia fiscal. Propongo, entonces, discutir el punto con las salvedades expuestas y luego ver la 
resolución a tomar. Cabe destacar que no tenemos la iniciativa, sino que dependemos de ella. 


Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


“Artículo 8. (Naturaleza). El Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios será un patrimonio de 
afectación independiente, sin personería jurídica, que será administrado por la Agencia Nacional de 
Vivienda, la que ejercerá las facultades de dominio sin ser propietaria, para cumplir los cometidos 
asignados en esta norma, y en la Ley N* 18.125, del 27 de abril de 2007. 


El patrimonio del Fondo no responderá por las deudas de la Agencia Nacional de Vivienda y 
será inembargable.” 


En consideración. 
Léase la modificación sugerida para el artículo 8. 
(Se lee:) 


“B) El inciso final del artículo 8 del proyecto remitido por el Poder Ejecutivo dispone que el 
Fondo de Garantía será inembargable. 


Sin perjuicio que se considera que en tanto dicho fondo integra el patrimonio del Estado el 
mismo es inembargable, la mención expresa a dicha condición puede arrojar dudas en las Entidades 
Acreedoras, respecto a la efectivización de sus derechos de crédito, motivo por el cual se sugiere su 
eliminación.” 


De esta manera, se plantea que la sugerencia propuesta por el Economista Mendive sea 
eliminada. Al repasar las versiones taquigráficas de las sesiones anteriores, parecería que se hace 
hincapié en este aspecto por el hecho de que el Fondo integra el patrimonio del Estado. 


Si los señores Senadores no tienen objeciones, se eliminaría el inciso final y se procedería a 
votar el artículo 8.(Se vota:) 


4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 9. 
(Se lee:) 


“Artículo 9. (Recursos). El Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios se constituirá con los 
siguientes recursos: 


A) El valor de las primas que perciba de las Entidades Acreedoras (tal como se definen más 
abajo) como contraprestación por el otorgamiento de garantías, de acuerdo al sistema regulado por 
esta ley. 


B) Los aportes que se reciban con cargo al Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, u 
otras contribuciones que sean previamente aprobadas por la Agencia Nacional de Vivienda, como 
administrador del Fondo de Garantía. 


C) Los montos recuperados de acuerdo al Art. 13 de esta ley, y toda otra suma que el Fondo 
de Garantía de Créditos Hipotecarios pudiera percibir a raíz del mecanismo de garantía previsto en la 
presente.” 


En consideración. 
Se debe corregir el número del artículo; es el artículo 12. 


SEÑOR BORDABERRY.- Personalmente, agregaría un inciso que es habitual en estas leyes y que 
hace referencia a las donaciones, legados o cualquier otro tipo de aporte que de acuerdo a la ley se le 
realicen. Por lo general, hay gente que decide legar a estos fondos y sería bueno no cerrarles esa 
posibilidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, eso se pondría como inciso D). 


SEÑOR BORDABERRY.- Así es y concretamente debería decir: “Donaciones, legados y demás 
aportes públicos o privados autorizados por la ley”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estoy de acuerdo, porque es impresionante la cantidad de gente que dona 
inmuebles al Estado. Es más, el Ministerio de Salud Pública tiene 400 donaciones para ir ejecutando, 
desde pequeños apartamentos hasta edificios importantes o predios. 


SEÑOR BORDABERRY.- La Fundación Bianchi Ardoino no sólo donó una cantidad de inmuebles al 
Estado sino que además dejó otros cuyo producido debe destinarse a comprar más inmuebles para 
donar al Estado. Este es un caso que se estudia en Facultad en la materia Sucesiones, porque fue 
impugnado. La razón es que, en realidad, para cumplir con su función, en algún momento esta 
fundación va a comprar todos los inmuebles que hay en el Uruguay. Hay muchísima gente que, por 
ejemplo, no tiene hijos y prefiere hacer donaciones, por lo que me parece bien dejar esa puerta abierta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- También hay gente que distribuye su patrimonio. 


SEÑOR TAJAM.- En el inciso A) se dice: “Entidades Acreedoras (tal como se definen más abajo)”, pero 
no sé dónde está esa definición. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se define en el artículo 10, ya que dice: “El Fondo de Garantía de Créditos 
Hipotecarios podrá garantizar préstamos hipotecarios otorgados por parte de entidades sujetas a la 
autoridad o control del Banco Central”. Creo que para ser más precisos podríamos poner: “como se 
define en el artículo 10”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el inciso A) del artículo 9. 
(Se lee:) 


“A) El valor de las primas que perciba de las Entidades Acreedoras (tal como se define en el 
artículo 10) como contraprestación por el otorgamiento de garantías, de acuerdo al sistema regulado 
por esta Ley”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9 con el inciso A) tal como se acaba 
de leer, con el inciso propuesto por el señor Senador Bordaberry y con la sustitución de la referencia al 
artículo 13 por el 12. 


(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 10. 

(Se lee:) 


“Artículo 10. (Mecanismo de la Garantía). El Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios 
podrá garantizar préstamos hipotecarios otorgados por parte de entidades sujetas a la autoridad o 
control del Banco Central del Uruguay (en adelante, individualmente, “Entidad Acreedora' y 
colectivamente, “Entidades Acreedoras”) de acuerdo a los requisitos establecidos en esta Ley, y los que 
se establezcan en la reglamentación que se dicte a propuesta de la Agencia Nacional de Vivienda, con 
aprobación previa del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


La Agencia Nacional de Vivienda, actuando como administrador del Fondo de Garantía de 
Créditos Hipotecarios, podrá aceptar o rechazar las solicitudes de garantía, en función de las 
condiciones comerciales que establezca la reglamentación, en especial la calidad crediticia del deudor 
O la valuación de garantías”. 


En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- El artículo tiene un pequeño error en lo que refiere a la reglamentación, 
circunstancia que hemos discutido en la sesión de Senado celebrada en el día de hoy al aprobar un 
proyecto de ley. El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como integrante 
del Poder Ejecutivo, es quien reglamenta la ley. No se trata de que el Ministerio lo apruebe 
previamente, sino que este es quien reglamenta la ley como integrante del Poder Ejecutivo. El artículo 
debería decir: “los que se establezcan en la reglamentación que se dicte por el Poder Ejecutivo a 
propuesta de la Agencia Nacional de Vivienda”. No hay razón para que el Poder Ejecutivo apruebe una 
reglamentación que él mismo va a realizar. Entonces, habría que suprimir del artículo la frase que dice: 
“con aprobación previa del Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esta redacción es rarísima. 


SEÑOR BORDABERRY.- En realidad, ¿por qué el Poder Ejecutivo va a aprobar una reglamentación 
que va a hacer él mismo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Además, estos son decretos presidenciales. 
¿Alguna otra sugerencia respecto al artículo 10? 


SEÑOR BORDABERRY.- En el último párrafo eliminaría el término “comerciales” y dejaría que se 
hiciera referencia a las condiciones que se establezcan. Este es un inciso meramente reglamentario y 
no legal -es algo que no es necesario incluir en la ley- y por eso no está mal que limitemos la 
posibilidad de rechazarlo, aunque me parece que se está cerrando demasiado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 10 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 10. (Mecanismo de la Garantía). El Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios 
podrá garantizar préstamos hipotecarios otorgados por parte de entidades sujetas a la autoridad o 
control del Banco Central del Uruguay (en adelante, individualmente, “Entidad Acreedora' y 
colectivamente, “Entidades Acreedoras”) de acuerdo a los requisitos establecidos en esta Ley, y los que 


se establezcan en la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo a propuesta de la Agencia Nacional 
de Vivienda. 


La Agencia Nacional de Vivienda, actuando como administrador del Fondo de Garantía de 
Créditos Hipotecarios, podrá aceptar o rechazar las solicitudes de garantía, en función de las 
condiciones que establezca la reglamentación, en especial la calidad crediticia del deudor o la 
valuación de garantías”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 11. 
(Se lee:) 


“Artículo 11. (Ejecución). A efectos de la ejecución judicial del crédito hipotecario, la Entidad 
Acreedora podrá acudir al mecanismo de Ejecución Judicial Simplificada de Crédito Hipotecario para 
Vivienda, establecido en el Capítulo III de la Ley 18.125, de 27 de abril de 2007 y sus modificativas, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la presente. 


La Agencia Nacional de Vivienda podrá controlar las gestiones judiciales iniciadas por las 
Entidades Acreedoras, quedando por el solo hecho de haber emitido el aval, autorizada en los 
expedientes judiciales promovidos, a consultarlos o retirarlos en confianza y a notificarse, sin que esos 
actos impliquen la sustitución del acreedor. 


Asimismo, la Agencia Nacional de Vivienda quedará subrogada de pleno derecho por el valor 
del aval que haya pagado en cada operación, toda vez que así lo manifieste expresamente al momento 
del pago. También podrá la Agencia Nacional de Vivienda adquirir el inmueble rematado o enajenado 
de acuerdo a los procedimientos que legalmente correspondan.” 


En consideración. 


Me parece -aunque es posible que me confunda- que el señor Senador López Goldaracena 
había dicho algo con respecto a la redacción de este artículo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que aquí hay dos supuestos distintos. Uno de ellos es un supuesto 
procesal, que se desprende del segundo inciso y que tiene que ver con la posibilidad que la Agencia 
tiene de actuar siguiendo un interés normal, vinculado a su calidad de garante en el sentido de que se 
esté cumpliendo con los procesos. En lo personal, me choca un poco la expresión “y a notificarse”, 
habida cuenta de que, en realidad, todos los ciudadanos del país tenemos el derecho de notificarnos, 
por lo que no es necesario establecerlo expresamente. Si se dispone la notificación, tenemos derecho 
a notificarnos, por lo que sería algo redundante. Por el contrario, lo que implica la frase “a consultarnos 
o retirarlos en confianza” me parece sensato, siempre y cuando el Juez lo autorice. 


Por otra parte, y más allá de que no me gusta el término “Asimismo”, creo que el inciso 
tercero está muy bien redactado, porque esta subrogación a la que se hace referencia está 
sustituyendo la que está prevista en el Código Civil, donde se alude a dos hipótesis: ¡pso jure -esto 
quiere decir “por el propio imperio de la ley”- o contractual. En este caso, la hipótesis apropiada no será 
la contractual porque va a estar pagando la deuda, por lo que estaremos comprendidos en la de ¡pso 
jure. Y el Código Civil, en su capítulo relativo a la subrogación, establece que para que se verifique 
automáticamente deben ocurrir una cantidad de supuestos: se debe pagar, en el momento del pago se 
tiene que hacer saber que se está pagando y subrogando y -lo más importante- se necesita el 


consentimiento del deudor al que se le notifique. Entonces, al haberlo previsto así, después que paga 
en uso de la garantía, la Agencia se está subrogando automáticamente sin otro tipo de trámite, lo que 
me parece bueno porque, en definitiva, si es garante y paga, debe tener lugar automáticamente la 
subrogación para seguir adelante. 


La única duda que se me presenta es cuanto se establece lo siguiente: “podrá la Agencia 
Nacional de Vivienda adquirir el inmueble rematado o enajenado de acuerdo a los procedimientos que 
legalmente correspondan”, porque esto se está asemejando a cuando llega el momento del proceso 
judicial del remate y la posterior escrituración. De acuerdo al régimen del Código General del Proceso, 
esto funciona así: cuando el inmueble se remata, los oferentes se presentan y ofertan. Se acepta una 
oferta y hay un plazo en el cual el escribano estudia los títulos para saber si la compra se puede 
concretar o no. En el caso de que los títulos no estén en forma, se devuelve la seña. Ahora bien, una 
vez que se realiza la escrituración, el que compró es directamente propietario, es decir que el 
inmueble ya está enajenado. En este ejemplo, si el Estado quiere comprar esa vivienda, tiene que 
expropiarla a través del procedimiento previsto en el artículo 32 de la Constitución, que consiste en un 
justo y previo pago. Por lo tanto, creo que está bien que se diga “puede adquirir el inmueble rematado, 
pero no enajenado”. En el caso de un inmueble rematado, se debe ir al remate, ofertar por su crédito y 
comprarlo. En el texto aparece un error, porque una vez que está enajenado ya está vendido y no se 
puede legalmente sacarlo del patrimonio de quien lo compró; en cambio, según se dice aquí, puede 
adquirirlo en su calidad de acreedor. Por eso me parece que esto está mal redactado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como no soy jurista, a veces no me queda claro el tema de los 
procedimientos; por eso quiero hacer la siguiente consulta. 


En un remate, donde puede haber varios posibles compradores, es decir, varios oferentes, 
¿la Agencia Nacional de Vivienda sería uno más, sin ninguna ventaja sobre los demás, o se puede 
suponer que realmente sea el que termine rematando el inmueble? 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que hay dos supuestos distintos. Uno de ellos es el mencionado por la 
señora Presidenta. Cuando llega el momento del remate, cualquiera puede ir y comprar. Si es un 
tercero, al momento de comprar debe poner la plata y, por ende, pagar la seña. Sin embargo, si es el 
acreedor o el garante, en este caso la Agencia Nacional de Vivienda, en realidad va a comprar con su 
crédito. Es como si dijera “Me lo quedo porque lo compro con la plata que me deben”. En ese 
supuesto, lo que normalmente se establece es que cuando compra el acreedor o, en este caso, el 
fiador, no tiene que pagar la seña. ¿Por qué? Porque tiene un crédito mucho mayor y está comprando 
con su dinero. En ese caso, es en el momento del remate cuando puede ir y comprar. 


Otra situación distinta es la del Instituto Nacional de Colonización, porque no es acreedor, sino 
un tercero. Por eso, después que alguien compra tiene que ir, ofrecerlo al Instituto y consultar si quiere 
comprar en el mismo precio que él compró. Lo que no estaba previsto en la Ley N 911.029 para el 
Instituto era el caso de remates judiciales. Al respecto, en la doctrina ha habido una larga discusión - 
que se solucionó en la ley sobre la que hoy discutimos- acerca de si el Instituto podía o no comprar en 
el caso de remates judiciales. 


Si quisiéramos dar a la Agencia Nacional de Vivienda el derecho de comprar al mismo precio 
en el caso de un remate, sería complicado porque podríamos otorgarle el derecho de comprar 
cualquier inmueble que se vendiera en el Uruguay, lo que resultaría ser un atosigadero tremendo de 
trabajo, pero sí deberíamos regular que puede adquirir el inmueble en un remate -como lo establece el 
proyecto de ley- sin necesidad de poner seña, de pagar, etcétera, porque a la larga será una 
compensación. El caso es el siguiente: la Agencia es fiadora de la entidad bancaria, el deudor le debe 
a dicha entidad, se remata el bien y el dinero que se obtiene va a la entidad bancaria que, a su vez, le 
había exigido la garantía a la Agencia Nacional de Vivienda; como es todo compensación, directamente 
no hay que hacerle poner el dinero 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, está referido sólo a esos inmuebles en los que se da esa 
transacción. Me hacía esa pregunta porque en lo personal tengo otra imagen del remate. Si no me 
equivoco, la Agencia es acreedora. 


SEÑOR BORDABERRY.- Claro, señora Presidenta, por eso se llama por subrogación. Al ser fiador de 
la obligación, el acreedor va a hacer el reclamo. Esta es una herramienta muy buena para la Agencia 
porque puede ir y defender su crédito. De otra forma, por ejemplo, sale un remate, no se publicita, 
nadie oferta, se paga un precio muy bajo, se va el inmueble y es la Agencia la que queda con la deuda 
como fiadora. En este caso, la Agencia puede decidir ofertar hasta tanto, hasta el valor del crédito o de 
la propiedad, pero de ahí en adelante no oferta; es así como funciona. Pero a lo que no le encuentro 
sentido es al “enajenado”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sugeriría dejar en suspenso el análisis del artículo 11 y tratar de buscarle 
una mejor redacción al inciso segundo, a la vez de modificar el tercero. 


SEÑOR BORDABERRY.- El artículo 49 de la Ley N* 18.125, justamente prevé esa situación. 
Concretamente establece: “El remate se realizará bajo la dirección del Rematador y en lugar habilitado 
al público. 


La institución acreedora puede realizar postura, y si resulta mejor postor la escrituración se 
realizará por el Juzgado de la ejecución.” Creo que alcanzaría con decir que la Agencia Nacional de 
Vivienda tendrá los mismos derechos que la institución acreedora, de acuerdo con el artículo 49 de la 
Ley N* 18.125. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, habría que hacer referencia al artículo 49 de la Ley N* 18.125. 
Tendríamos que buscar una redacción que nos asegure cómo va a ser ese trámite, es decir que no se 
precise poner ese dinero de garantía, así como también aclarar la redacción del inciso segundo, que es 
bastante confusa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si me lo permiten, puedo proponer una redacción ahora. Diría así: “La 
Agencia Nacional de Vivienda quedará subrogada de pleno derecho por el valor del aval que haya 
pagado en cada operación, toda vez que así lo manifieste expresamente al momento del pago”. En lo 
personal, eliminaría desde “Toda vez” hasta el punto porque, lo manifieste o no, queda subrogada: es 
fiador y pagó, o es avalista y pagó. Las normas del aval dicen que el avalista, cuando paga, subroga. Si 
la Agencia Nacional de Vivienda se olvida de poner esa constancia y paga, no tiene la posibilidad de 
recuperarlo. Luego diría: “También podrá la Agencia Nacional de Vivienda adquirir el inmueble en el 
acto del remate en las mismas condiciones previstas para la institución acreedora en el artículo 49 de 
la Ley N* 18.125”. 


(Dialogados) 


Quizás el artículo 11 podría finalizar expresando, por ejemplo “También podrá la Agencia 
Nacional de Vivienda adquirir el inmueble rematado con los mismos derechos previstos en el artículo 
49 de la Ley N* 18.125 para la institución acreedora, no debiendo depositar suma alguna en concepto 
de seña.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Preferiría que el artículo quedara en suspenso a efectos de hacer las 
consultas del caso. 


Por otro lado, en el material que repartimos se sugiere la inclusión de un artículo 11 pero, en 
realidad, se trataría de una norma que figuraría a continuación de este. 


Léase la sugerencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en 
tal sentido. 


(Se lee:) 


Hipotecarios). 


A) Incorporación 


En oportunidad de la comparecencia del MVOTMA a la Comisión de Vivienda de la Cámara de 
Senadores, miembros de dicha Comisión observaron que el proyecto tal como fue remitido del Poder 
Ejecutivo, no dispone expresamente la forma en que las Entidades Acreedoras podrán hacer efectivo el 
cobro de la garantía del Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios, una vez que se verifica el 
incumplimiento por parte del sujeto tomador del crédito. 


Desde el MVOTMA se ha analizado dicha observación. Se entiende que la posibilidad de cobro de la 
garantía surge implícitamente de lo previsto en el artículo 11. 


No obstante, resulta imprescindible para el buen funcionamiento del sistema, que las Entidades 
Acreedoras tengan plena seguridad en el cobro de la garantía, dejando librado a la reglamentación las 
condiciones instrumentales de dicho cobro, como ser la fijación del momento en que se verifica el 
incumplimiento del tomador del préstamo, la forma en que la Entidad Acreedora se lo comunica a la 
ANV, la forma de documentación del incumplimiento, el plazo con que cuenta la ANV para pagar la 
garantía, la forma de pago, etc. 


En tal sentido se sugiere la inclusión del siguiente artículo: 


Artículo 11. (Pago de la Garantía) Cuando el tomador del préstamo incumpliere con la cancelación del 
mismo, la Entidad Acreedora comunicará dicho extremo a la Agencia Nacional de Vivienda, la que 
deberá efectivizar el pago de la garantía, conforme a las condiciones que establezca la 
reglamentación.” 


-Esta disposición podría ser insertada a continuación del artículo 11, por lo que la podríamos 
denominar 11/1. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos votar esta incorporación. 


SEÑOR TAJAM..- Creo que, en lugar de “incumpliere con la cancelación”, debería decirse “incumpliere 
con sus obligaciones de pago”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece que sería suficiente decir “incumpliere con sus obligaciones”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo incorporado con la modificación indicada. 

(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 12. 

(Se lee:) 


“Artículo 12. (Destino de las sumas recuperadas). En caso de remate, la liquidación del crédito 
y entrega del bien, se regirán por lo dispuesto en el artículo 388 del Código General del Proceso, sin 
perjuicio de lo que se dispone a continuación. 


Las sumas resultantes de la recuperación de deudas morosas, cuyas garantías ya se hubieran 
cancelado con cargo al Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios, deberán ser destinadas, en el 
siguiente orden, al pago de: 


A) Los tributos judiciales. 


B) Los gastos y honorarios del rematador interviniente. 
C) Los gastos y honorarios por servicios prestados por los depositarios y tasadores judiciales. 


D) Los honorarios profesionales, de acuerdo a lo establecido en el artículo 55 de la Ley 
18.125, de 27 de abril de 2007 y sus modificativas. 


E) El saldo impago del crédito para primera vivienda otorgado por la Entidad Acreedora 
interviniente, incluidos los intereses pertinentes (a prorrata del porcentaje correspondiente a cada una 
de las Entidades Acreedoras, si hubiera más de una). 


F) La suma abonada por el Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios más los intereses 
correspondientes. 


G) Los saldos impagos de créditos por cualquier otro concepto distintos a primera vivienda, 
otorgados por la Entidad Acreedora interviniente, incluidos los intereses pertinentes. 


En caso de que no hubiera operado la subrogación prevista en el artículo precedente, la 
Entidad Acreedora dispondrá de un plazo de cuarenta y ocho horas hábiles para reintegrar al Fondo de 
Garantía de Créditos Hipotecarios, la cuota parte de las sumas recuperadas que le correspondan a 
éste”. 


En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece bien el orden de pago con los fondos que se obtienen del remate: 
los tributos judiciales -lo clásico-; los gastos y honorarios del rematador interviniente -porque, de lo 
contrario, el rematador no interviene-; los gastos y honorarios por servicios prestados por los 
depositarios y tasadores judiciales; los honorarios profesionales, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 55 de la Ley N* 18.125, que los topea y permite que se cobren en su totalidad en el caso que 
exista saldo al final -no antes-; el saldo impago del crédito para primera vivienda otorgado por la 
entidad acreedora interviniente -quien dio el préstamo hipotecario lo cobra-; la suma abonada por el 
Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios más los intereses correspondientes. Pero el literal G) 
expresa: “Los saldos impagos de créditos por cualquier otro concepto distintos a primera vivienda, 
otorgados por la Entidad Acreedora interviniente, incluidos los intereses pertinentes”. No se de dónde 
salió esta propuesta y cuál es su motivo. El sistema de prelación de créditos en el Uruguay funciona de 
la siguiente manera: en primer lugar, se pagan aquellas garantías reales sobre el inmueble. Es decir, si 
hay un acreedor hipotecario, este es el primero que cobra. Si queda resto o no hay un acreedor 
hipotecario, se paga de acuerdo al régimen general, es decir que quien embarga primero, cobra en 
primer lugar y así sucesivamente porque hay un orden que resulta del Registro. Por el contrario, según 
lo que se propone en este artículo, se favorecería a una entidad acreedora -un banco privado- frente a 
otros acreedores como, por ejemplo, un gobierno municipal o la Dirección General Impositiva, que 
hubieran trabado un embargo. Y ello iría en beneficio de un crédito que no es el que estamos 
garantizando específicamente. O sea, le estaríamos otorgando al banco acreedor, que dio el préstamo 
hipotecario, una posibilidad de cobrar con prioridad frente a otros acreedores, por créditos que no 
tienen nada que ver con lo que estamos planteando aquí, que es la garantía hipotecaria de primera 
vivienda. No me explico el motivo por el cual se introdujo esta propuesta en una ley, dándoles a las 
entidades que están bajo la órbita del Banco Central esa prelación, dejando sin efecto el sistema legal. 
Me parece que es malo establecer ese tipo de cambio en un sistema que es muy amplio y que está 
muy claro en lo que refiere a la prelación de pagos. 


SEÑOR TAJAM.- Tenía anotado un aspecto que me parece que quedó en el tintero, es decir, el tema 
de los impuestos nacionales y municipales que podrían formar parte del orden de prelación. No sé si a 
esto es a lo que se refiere el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- No hablo de los impuestos nacionales y municipales referidos al bien porque 
los registros no inscriben la traslación del inmueble si el pago de la contribución no está al día; para ello 
rige una ley especial. Si hay impuestos sobre el inmueble, ya está previsto que se deben pagar; quien 


realiza la compra hace las averiguaciones correspondientes, porque sabe que en el caso de que exista 
una deuda va a tener que pagarla. 


SEÑOR TAJAM..- ¿De la operación misma? 


SEÑOR BORDABERRY.- También por la operación misma. Si no paga el Impuesto a las 
Transmisiones Patrimoniales, no se puede inscribir. Eso es muy claro. 


Me parece que de aprobar esta norma tal como está, le estaríamos dando a la entidad 
acreedora -por créditos distintos a los que estamos mencionando- un beneficio que no tiene relación 
con lo que se pretende promover. Si se quiere beneficiar a los bancos, no tengo problemas, pero 
entiendo que no es esa la intención. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, el literal G) tendría que seguir la norma común, en el sentido de 
que quien embarga primero, sea el primer acreedor y punto. Es probable que esto incluya algún banco 
privado, porque ellos también van a poder participar. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sí, pero estamos hablando de créditos por conceptos distintos a primera 
vivienda y esto podría incluir, por ejemplo, un viaje de placer realizado por el titular del crédito. Por eso 
no entiendo la razón de incluir este literal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, me pregunto si no tendríamos que eliminar el literal G). 


SEÑOR TAJAM.- Considero que la expresión “por cualquier otro concepto” es demasiado general 
como para incluirla en un orden de prelación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como señalé, soy partidaria de eliminar el literal, no sin antes avisar al 
Ministerio de esa decisión. Ahora bien, si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos votar el 
artículo 12 sin el inciso G), y si luego hay que hacer algún agregado, se realizará. 


Se va a votar el artículo 12, con excepción del literal G). 
(Se vota:) 

3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13 (Administración de créditos). La administración de los créditos amparados por el 
sistema de garantías previsto en esta ley, será realizada en todo momento por la Entidad Acreedora 
que otorgó el préstamo garantizado. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Agencia Nacional de Vivienda tendrá derecho a solicitar 
información y realizar controles sobre los préstamos garantizados, teniendo derecho de acceso 
irrestricto a toda la información de los deudores. A estos efectos, las Entidades Acreedoras no podrán 
invocar el secreto profesional para negarse a brindar ningún tipo de información. La Agencia Nacional 
de Vivienda, por su parte, estará obligada a utilizar la información recibida únicamente con fines 
internos, estando estrictamente prohibida la divulgación total o parcial de dicha información a otros 
agentes públicos y/o privados”. 


-En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que aquí estamos ingresando en un terreno espinoso: el del secreto 
bancario. Al referirnos al secreto profesional estamos recurriendo a la definición contenida en el artículo 
25 del Decreto Ley N* 15.322. Mi primera aproximación al tema fue no abrir el secreto profesional 
bancario porque estaríamos iniciando un camino de discusión complicado, y así lo expresé en la 
reunión de la Comisión del 7 de diciembre del año pasado. Ahora bien, creo que la Agencia Nacional 
de Vivienda sí debe tener derecho a controlar que efectivamente el banco o la entidad acreedora 
interviniente esté cumpliendo debidamente con su tarea de evaluar todos los riesgos crediticios del 
deudor. Me parece que deberíamos hacer extensivas a la Agencia Nacional de Vivienda las sanciones 
previstas en el Decreto Ley N* 15.322 para quienes violen el secreto profesional. Digo esto porque, al 
final del artículo, se establece la misma limitación para la Agencia Nacional de Vivienda que para los 
bancos y demás, pero no se determina la sanción. Se dice que se deberá actuar de tal manera, pero 
no se establece qué sucederá en caso de no hacerlo. Por lo tanto, creo que el mismo alcance que se 
establece en cuanto a la parte sancionatoria para quienes violan el secreto bancario debe hacerse 
extensivo para quienes soliciten y utilicen esa información. De lo contario, estaríamos frente a lo que se 
denomina “norma en blanco”, que establece una obligación pero no la sanción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En ese caso, se podría referir a la norma original que regula a los bancos 
sobre el secreto bancario. 


SEÑOR BORDABERRY.- No tengo en mi poder el artículo 25 del Decreto Ley N* 15.322, pero la 
modificación la redactaría de la siguiente forma: “La Agencia Nacional de Vivienda, por su parte, estará 
obligada a utilizar la información recibida únicamente con fines internos, estando estrictamente 
prohibida la divulgación total o parcial de dicha información a otros agentes públicos y/o privados. La 
violación de esta prohibición acarreará las responsabilidades previstas en el artículo 25 del Decreto Ley 
N* 15.322”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos remitiríamos, entonces, al artículo que establece la sanción. Se 


deberían eliminar las conjunciones *y” y “o” para evitar confusiones. 


En definitiva, se le agregaría al artículo la frase siguiente: “La violación de esta prohibición 
acarreará las responsabilidades civiles y penales previstas en el artículo 25 del Decreto Ley N* 15.322”. 


SEÑOR SECRETARIO.- Cuando a la Comisión vino el Doctor Traversa habló de un consentimiento 
previo por parte de quien va a tomar el crédito para que la información fuera utilizada. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que eso es un error, porque por el Decreto Ley N* 15.322, el secreto 
profesional puede ser relevado en caso de delito, pensión alimenticia que se solicite o con autorización 
de la persona. Si alguien dice: “Usted queda relevado de esto”, queda relevado. Estaríamos ante la 
teoría de los actos propios, es decir que no se puede ir contra lo que uno dice de sí mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En este caso, tenemos que ver qué sucede cuando se comete la infracción. 
En el tema del secreto bancario siempre actúa un Juez. 


A mi entender, el agregado propuesto por el señor Senador Bordaberry es positivo, porque le 
estaría dando coherencia. 


Léase el agregado referido. 
(Se lee:) 


“La violación de esta prohibición acarreará las responsabilidades previstas en el artículo 25 del 
Decreto Ley N* 15.322”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13 con este agregado. 


(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 14. 

(Se lee:) 


“Artículo 14 (Impuestos). El Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios creado en virtud de 
lo dispuesto en la presente ley, estará exonerado de todo tributo con excepción de las contribuciones 
especiales de seguridad social. Igual tratamiento recibirá la Agencia Nacional de Vivienda, por los 
tributos que pudieran corresponderle en su condición de administradora del referido Fondo. 


Exonérase del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales, a las trasmisiones de bienes 
inmuebles cuyo hecho generador se origine en la ejecución de créditos hipotecarios garantizados por el 
referido Fondo”. 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 15. 
(Se lee:) 


“Artículo 15. (Actuación de la Agencia Nacional de Vivienda). La actuación de la Agencia 
Nacional de Vivienda como administradora del Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios se regirá 
por la Ley 18.125, del 27 de abril de 2007, modificativas y concordantes” 


En consideración. 


Deseo hacer una pregunta de técnica legislativa. ¿Por qué en algunos artículos ponemos 
“modificativas” y en otros “modificativas y concordantes”? ¿Cuál es la diferencia? 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que las leyes modificativas son aquellas que modifican la Ley N' 
18.125 y las concordantes son aquellas que establecen lo mismo que ella. Esto es una suerte de 
cobertura por si hay alguna norma que modifique la N* 18.125 u otra que es parecida y concuerda con 
ella. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me llama la atención que en algunos artículos lo pusimos de una forma y en 
otros de otra. Tal vez deberíamos poner en todas “modificativas y concordantes”. 


SEÑOR BORDABERRY.- En realidad, no entiendo la necesidad de la inclusión de este artículo porque 
se está diciendo que la Agencia Nacional de Vivienda tiene que actuar como establece la ley al 
respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Esta es la ley de creación de la Agencia? 


SEÑOR BORDABERRY.- Así es. Por tanto, estamos diciendo que la Agencia tiene que actuar como 
dice la ley que la creó. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tal vez se incluye este artículo porque lo refiere a la administración del 
Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios, ya que dice que la Agencia Nacional de Vivienda como 
administradora del Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios se regirá por su propia ley. De todos 
modos, creo que es un poco redundante. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si así fuera, creo que habría que agregar un literal al artículo 11 de la Ley N? 
18.125, que refiere a los cometidos de la Agencia. Concretamente, este artículo dice: “A) Actuar en la 
ejecución de las directrices emanadas del Plan Quinquenal de Vivienda, los Planes de Ordenamiento 
Territorial y las directivas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
(MVOTMA). 


B) Administrar activos provenientes de créditos para la vivienda en cumplimiento de las 
directivas del MVOTMA”. Y creo que se podría incorporar un literal C) que diga: “Administrar el Fondo 
de Garantía de Créditos Hipotecarios que se crea por esta ley”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, el artículo 15 incorporará a la Ley N* 18.125 el literal C). El Fondo 
de Garantía de Créditos Hipotecarios que figura en el artículo es algo nuevo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hay que agregar que administrará el Fondo de Garantía de Créditos 
Hipotecarios que se crea por esta Ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La redacción debería agregar o incorporar al artículo 11 de la Ley N* 18.125, 
de 27 de abril de 2007, el siguiente literal. 


SEÑOR BORDABERRY.- Debería decir; “Agrégase al artículo 11 de la Ley N* 18.125, el siguiente 
literal: C) Administrar el Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De esa manera, es más prolijo. 
Léase el artículo 15 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 15. (Actuación de la Agencia Nacional de Vivienda). Incorpórase al artículo 11 de la 
Ley 18.125 el siguiente literal: 


C) “Administrar el Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 16. 


“Artículo 16. (Utilización de Fideicomisos de Garantía). Cuando las Entidades Acreedoras 
decidan garantizar préstamos destinados a primera vivienda, mediante la creación de fideicomisos de 
garantía, de acuerdo a la Ley N* 17.703 del 27 de octubre de 2003, el mecanismo de garantía previsto 
por esta Ley será igualmente aplicable, con las modificaciones operativas que establezca la 
reglamentación”. 


En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero solamente hacer una acotación: donde dice “primera” debería decir 
“única”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- También debemos cambiarlo en los otros casos. 


SEÑOR TAJAM.- Como se previó anteriormente, estamos anticipando modificaciones operativas que 
establezca la reglamentación. No entiendo por qué nos estamos anticipando a que habrá 
modificaciones operativas, cuando simplemente podríamos decir que, de acuerdo a la Ley 17.703, del 
27 de octubre de 2003, le será aplicable el mecanismo de garantía previsto en dicha ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, eliminaríamos la última frase. 
Léase el artículo 16 con esta modificación. 
(Se lee:) 


“Artículo 16. (Utilización de Fideicomisos de Garantía). Cuando las Entidades Acreedoras 
decidan garantizar préstamos destinados a única vivienda, mediante la creación de fideicomisos de 
garantía, de acuerdo a la Ley N* 17.703, del 27 de octubre de 2003, se aplicará el mecanismo de 
garantía previsto por esta Ley.” 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
3 en 3.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Dejaríamos el análisis del Capítulo lll para la próxima sesión, pero no sé si nos dará el 
tiempo para concluirlo, porque lo que queremos discutir tendría que estaría volviendo al Ministerio; de 
repente sería bueno que sus representantes estuvieran presentes. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hay una cantidad de normas del régimen de propiedad horizontal que han 
sido incorporadas. 


SEÑOR TAJAM..- Quisiera saber si la Presidencia tiene alguna previsión en cuanto a alguna instancia 
parlamentaria en particular para poner a votación este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTA.- La idea es que esta iniciativa sea aprobada en mayo; si no son suficientes las 
sesiones ordinarias, se pediría una extraordinaria a esos efectos, para que ya en junio puedan estar 
considerándola en la Cámara de Representantes. Los promotores privados que quieren participar en 
proyectos se han reunido con el Congreso Nacional de Intendentes y con el Ministerio y, como es 
lógico, están apurados, pero también a nosotros nos sirve que se apruebe rápidamente. 


Entonces, mi idea es hacer el esfuerzo en el Senado por aprobar este proyecto de ley en 
mayo, aunque no quiero establecer una fecha fija. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por mi parte, creo que la duda del señor Senador Chiruchi no refiere a esta 
norma en sí -todos podemos ver que, con respecto a los proyectos de inversión, es correcta- sino a 
establecer la misma exoneración para otros. Por lo tanto, sugiero que hagamos un esfuerzo para 
terminar con el análisis de esta iniciativa en la próxima sesión; creo que al ritmo con que estamos 
trabajando, lo podríamos hacer si se realizan las consultas pertinentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos de acuerdo, señor Senador. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18) 
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